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El presente trabajo de investigación, desarrolla la necesaria aplicación de la figura de 
libertad anticipada a un sentenciado o con pena revocada por el delito de omisión a la asistencia 
familiar, desde un enfoque socio jurídico, teniendo en cuenta que no existe impedimento alguno 
en el ordenamiento jurídico peruano para su aplicación y enfocándolo desde un ámbito 
constitucional junto con los principios constitucionales, el ámbito del derecho comparado, la 
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The present intestigation develops the necessary application of the figure of the early 
realease in order to a judgment or with a revoked penalty for the crime of omission to faily 
assistance, from a socio-legal approach, taking into consideration that there is no impediment in 
the Peruvian legal system for its application and being focused from a constitutional scope in 
cooperation with the constitutional principles, the comparative law, the social reality, and the 

































































La figura de la libertad anticipada, que fue objeto de este estudio, se encuentra 
estipulada en el inciso 3 del artículo 491° del Código Procesal Penal Peruano, el mismo que 
solo la señala más no la desarrolla; en la presente tesis hemos reflexionado sobre el impacto que 
ésta podría generar en su aplicación dentro del proceso de omisión a la asistencia familiar. 
 
El criterio aplicado en la jurisprudencia peruana respecto del proceso de omisión a la 
asistencia familiar ha traído como consecuencia que cada vez más procesados por este delito 
cumplan condena de prisión lo cual genera un hacinamiento en los centros penitenciarios e 
impide que el procesado pueda cubrir las necesidades futuras del menor alimentista, ante esta 
problemática es que se planteó el desarrollo de la figura de la libertad anticipada, cuya 
aplicación en estos casos, sería una posible solución. 
 
Siendo así y que el derecho está en constante evolución obedeciendo a las necesidades 
de los fenómenos sociales, es que el autor consideró que la regulación de esta figura jurídica de 
manera más amplia generaría un importante aporte al derecho procesal penal peruano. 
 
La estructura de esta tesis estuvo conformada por cuatro capítulos, los cuales 
describiremos a continuación; el primer capítulo desarrolló los aspectos de la problemática, 
teniendo en cuenta la descripción del problema que nos da un panorama del punto central del 
trabajo de investigación, así como la formulación del problema y la justificación e importancia 
de la investigación, respecto a la formulación del problema tenemos un problema general y uno 
específico, el primero de ellos plantó si ¿resulta aplicable conceder la libertad anticipada del 
sentenciado o revocado en el delito de omisión a la asistencia familiar? y el especifico plantó si 
¿resulta aplicable conceder la libertad del sentenciado, a fin de satisfacer las necesidades futuras 
de los menores alimentistas? 
 
En este capítulo también encontraremos los objetivos que en este caso van a ser dos, 
también un general y un especifico, el primero fue el de determinar si, al haber realizado el pago 
del integro de la liquidación pendiente y la reparación civil de la misma, resulta aplicable 
conceder la libertad anticipada del sentenciado con una pena efectiva o revocado de una 
suspendida, en el delito de omisión a la asistencia familiar, mientras que el especifico fue el de 
analizar si resulta aplicable conceder la libertad anticipada del sentenciado, a fin de satisfacer 
las necesidades futuras de los menores alimentistas. 
 
Dentro del segundo capítulo se desarrollaron los antecedentes de la investigación, que 
fueron trabajos previos que avalaban el estudio del tema objeto de estudio; las bases teóricas, 
donde se consignaron los conceptos básicos y más relevantes para la investigación; el glosario 
de términos básicos y el marco referencial, donde se sentaron las bases teóricas para el 
desarrollo del tema, así tenemos el desarrollo del delito de omisión a la asistencia familia, el 
derecho de defensa, la realidad carcelaria en el Perú o la problemática penitenciaria, así como la 
figura de la libertad anticipada. 
 
El capítulo tercero estuvo referido al marco metodológico y finalmente el cuarto 
capítulo estuvo referido a la probanza de la hipótesis, así mismo encontramos las conclusiones y 









CAPITULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1. Descripción de la realidad problemática 
 
En el ejercicio de la defensa dentro del proceso penal, la figura de Libertad Anticipada 
es poco utilizada por los letrados, debido a que en muy pocos procesos se ha otorgado como un 
beneficio para el condenado; sin embargo, en la jurisprudencia peruana encontramos referencias 
de aplicación de la misma, lo cual nos hace pensar que su desarrollo e implementación traería 
beneficios al sistema penitenciario peruano. 
 
El Código Procesal Penal vigente, prescribe en el inciso 3 del artículo 491° a la figura 
de la libertad anticipada como una institución cuyo cauce procedimental se realizará vía 
incidental distinguiéndola de los beneficios penitenciarios, sin desarrollar un tratamiento 
específico, presupuestos de acceso, alcances y efectos, originando ilegitimidad en su aplicación. 
 
Dentro del proceso penal por el delito de omisión a la asistencia familiar, la condena de 
prisión efectiva para el procesado, afecta las necesidades futuras de los menores alimentistas, 
justificando el incumplimiento del deber alimentario de los reos, al no poder ejercer una 
profesión u oficio remunerativo por encontrarse en prisión. 
 
En el derecho comparado esta figura jurídica, se ve desarrollada en la legislación 
guatemalteca como un beneficio penitenciario, el cual tiene como principal característica que la 
pena sea inconmutable y lo clasifica en: redención de penas, libertad condicional y libertad por 
buena conducta; de lo cual se puede observar que difiere de lo estipulado en el Código Procesal 
Penal Peruano, sin embargo su desarrollo es más extenso y beneficioso que el que la legislación 
peruana le ha dado a esta figura. 
 
Es en este contexto que se planteó que el estudio de esta figura jurídica como un aporte 
al derecho penal resultare beneficio no solo del procesado, si no de la parte más vulnerable y 
más importante dentro del proceso penal, el menor alimentista. 
 
1.2. Justificación e importancia de la investigación. 
 
Este trabajo de investigación encontró su justificación es que actualmente existe una 
necesidad latente de dar una respuesta jurídica a las peticiones de libertad anticipada, ello teniendo 
en consideración que la última casación vinculante que trato la figura de la libertad anticipada en los 
delitos de omisión a la asistencia familiar, fue la N° 251-2012 – La Libertad, en la cual como 
fundamentos más importantes destacó que resulta inaplicable la figura por falta de desarrollo en 
cuanto a su estructura, presupuestos, operatividad y efectos, por parte del legislador. Dejando a salvo 
la posibilidad de su aplicación al establecerse un desarrollo normativo de la misma. 
 
En ese orden de ideas, y de un análisis literal del artículo 491º inc. 3 del código procesal 
penal, respecto a la libertad anticipada, es que se pudo advertir que se puede realiza vía 
incidente, es disímil a los beneficios penitenciarios de semilibertad, libertad condicional y 
medida de seguridad privativa de libertad, que el juez competente es el de Investigación 
Preparatoria y para que se declare fundado el pedido debe realizarse una audiencia oral citando 
a los órganos de prueba que deben informar durante el debate. 
 
 
Por tanto, al existir legalmente la competencia y jurisdicción de la libertad anticipada, 
además al habérsele distinguido de los demás incidentes que modifican la sentencia, resultó de 
suma transcendencia para el avance jurídico y normativo que se regule y se establezca la 
aplicación de la libertad anticipada en algunos delitos, como es el caso del delito de omisión a la 
asistencia familiar, atendiendo a la posibilidad que el sentenciado o revocado de una pena 
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suspendida, pueda acceder a su libertad anticipadamente realizando el pago total de la 
liquidación de alimentos y de la reparación civil fijada, a fin de beneficiar al menor alimentista 
de poder satisfacer su derecho de poder gozar y disfrutar de las atenciones de su padre 
excarcelado y éste podrá a su vez satisfacer de una mejor manera las necesidades futuras que 




1.3.1. Objetivo General 
 
Determinar si, al haber realizado el pago del íntegro de la liquidación pendiente y la 
reparación civil de la misma, resulta aplicable conceder la libertad anticipada del sentenciado con 
una pena efectiva o revocado de una suspendida, en el delito de omisión a la asistencia familiar. 
 
1.3.2. Objetivo Específico 
 
Analizar si resulta aplicable conceder la libertad anticipada del sentenciado, a fin de 
satisfacer las necesidades futuras de los menores alimentistas. 
 




La investigación se encuentra delimitada al análisis de la figura procesal de la libertad 
anticipada y su aplicación en los delitos de omisión en la asistencia familiar, regulada en el 




En cuanto al tiempo se hace desde el momento que se publica el Decreto Legislativo N° 
































CAPITULO II: MARCO TEÓRICO 
 
2.1. Antecedentes de la investigación 
 
 (YAURI, 2017), en “APLICACIÓN DE LA LIBERTAD ANTICIPADA EN LOS
JUZGADOS DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE HUARAZ, 2012-2013”; 
concluye que: 
 
1. La libertad anticipada es una figura jurídica novedosa en nuestro sistema procesal 
penal, aunque no tan nueva en la doctrina internacional. 
 
2. La doctrina nacional y la jurisprudencia, aún no ha resuelto con precisión su ubicación y 
características esenciales de la libertad anticipada, pues hay más confusión que claridad, sin embargo 
a través del VIII Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanentes y Transitorias de la Corte 
Suprema se ha tratado de uniformizar estas conclusiones hasta el momento. 
 
3. La falta de claridad conceptual, prescriptiva y aplicativa de la figura de la libertad 
anticipada, viene generando dudas, sospechas, pero sobre todo la falta de seguridad jurídica en 
nuestra practica judicial, en consecuencia nos obliga a tratar de resolver este problema, más aun 
cuando se tiene en cuenta que un derecho fundamental como es la libertad está en cuestión. 
 
4. Es urgente que el Congreso discuta la reforma de la libertad anticipada, pero no para 
desaparecerla sino para precisarla, pues existe la necesidad de precisar sus alcances y 
diferencias con otras figuras, de lo contrario se puede reiterar o seguir en la confusión que a 
nada bueno conduce. 
 
5. Resulta obligatorio que nuestros magistrados (jueces y fiscales), procuren 
uniformizar sus criterios en todo cuanto hay duda o diferencias de interpretación y aplicación, el 
fundamento esencial para ello es que necesitamos generar seguridad jurídica, predictibilidad en 
las decisiones judiciales, sólo así se garantiza una recta administración de justicia, con ello se 
podrá ganar legitimidad en favor de los operadores de justicia, en especial del órgano 
jurisdiccional; pues al ser un poder autónomo del Estado, no puede estar sometido 
permanentemente a crítica, menos desconfianza infinita.  
 (ALBA, 2017), en “CRITERIOS PARA LA APLICACIÓN DE LA LIBERTAD
ANTICIPADA DEL NUERVO CÓDIGO PROCESAL PENAL”, señala entre las más 
importantes de sus conclusiones lo siguiente: 
 
1. La naturaleza jurídica de la libertad anticipada no es la de una institución nueva o 
independiente, sino que más bien tiene identidad con instituciones ya reguladas por nuestro 
ordenamiento. La libertad anticipada es la consecuencia genérica que se obtiene de la aplicación 
de los beneficios ya existentes de semilibertad y liberación condicional regulados por el código 
de ejecución penal o cuando es consecuencia de otros casos de naturaleza sustantiva como la 
retroactividad benigna de la ley penal. Estos casos vendrían a ser sus especies, pues sólo a 
través de ellas se puede otorgar la libertad y permitir que un interno egrese de manera anticipada 
de un establecimiento penal, debiendo cumplir lo que queda de la pena en estado de libertad. 
 
2. La libertad anticipada no puede operar como un sustitutivo penal, pues éste tiene como 
finalidad que el sentenciado vaya a prisión y cumpla la pena en estado de libertad; en tanto que la 
libertad anticipada tiene como finalidad que el sentenciado que está cumpliendo pena efectiva, 
egrese de manera anticipada del establecimiento penal y cumpla el saldo de la pena, en libertad. 
 
3. Si el legislador del código procesal penal quería establecer una nueva figura aplicable a 
situaciones como las desarrolladas por la judicatura nacional debió haber delegado o encargado 
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al Poder Legislativo, conforme a sus atribuciones, formular los presupuestos de aplicación que 
los jueces deberían invocar de ser el caso, conforme al principio de legalidad que sostiene el 
sistema penal y procesal penal. 
 
4. Como al Poder Legislativo no se le encomendó ninguna función en ese sentido, se hizo 
necesario el pronunciamiento de la Corte Suprema ante la variedad de posiciones que adoptaban los 
jueces a nivel nacional. Es por eso que mediante el Acuerdo Plenario N° 3-2012/CJ—116, la Corte 
Suprema resolvió la discusión sobre la libertad anticipada del artículo 491.3 del código procesal peal 
del 2004. Para la Corte Suprema, dicho precepto se circunscribe a supuestos en que es posible 
modificar o acortar una condena de pena privativa de libertad efectiva. 
 
5. Todos estos elementos apuntados: i) La correcta interpretación del artículo 491.3 del 
Código Procesal Penal desde el punto de vista lógico formal y gramatical, ii) Las referecias de 
los tratados supranacionales, la interpretación del Tribunal Constitucional y iii) La inexistencia 
de regulación en el resto del ordenamiento de la llamada libertad anticiapda; nos permiten 
afirmar que no se trata de una institución nueve ni independiente de las demás existentes, sino 
que se trata de una figura que agrupa las formas cómo un condenado puede obtener su liberta 
antes de que se cumpla su pena. 
 
 En la (CASACIÓN N° 189-2011 , 2013) el voto de la jueza Suprema, en su 
fundamento séptimo, se señala: Que, por primera vez se incorpora esta figura jurídica, 
diferenciándola de otros supuestos de obtención de libertad con posterioridad a la imposición de 
una sentencia condenatoria firme y pena con posterioridad a la imposición de una sentencia 
condenatoria firme a pena privativa efectiva de la libertad; sin embargo, no se ha precisado 
cuáles son dichos supuestos, debiendo entenderse que se trata de una denominación general que 
se circunscribe a definir una competencia precisa y a un procedimiento legal cuando la plicación 
de instituto de derecho material lleve como efecto la libertad del sentenciado.


 LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA SALA PERMANENTE – LA 
LIBERTAD, en la (CASACIÓN N° 251-2012, 2013), consigna lo siguiente en su sumilla: La 
libertad Anticipada constituye una institución de naturaleza procesal solo citada en la norma y 
no desarrollada por el legislador, no siendo correcto inferir del inciso tres del artículo 
cuatrocientos noventa y uno del Código Procesal Penal, su estructura, presupuestos, 
operatividad y efectos que permitan la aplicación de esta medida. En el caso planteado, se 
utilizó el pedido de libertad anticipada como argumento para impugnar la revocatoria de la 
suspensión de la Ejecución de la Pena que quedó consentida por haber sido ejecutoriada.

 




En nuestra legislación extrapenal, especialmente en el artículo 472º del Código Civil 
vigente encontramos el concepto de alimentos. Así, conforme a dicha norma se entiende por 
alimentos lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido y asistencia médica, 
según la situación y posibilidades de la familia. Cuando el alimentista es menor de edad, los 
alimentos comprenden también la educación, instrucción y capacitación para el trabajo. Por su 
parte, abarcando aspectos más amplios e importantes, el Código de los Niños y Adolescentes en 
el artículo 101 dispone que se considera alimentos lo necesario para el sustento, habitación, 
vestido, educación, instrucción y capacitación para el trabajo, asistencia médica y recreación del 
niño o adolescente. También se considera alimentos los gastos del embarazo de la madre desde 








2.2.2. El delito de omisión a la asistencia familiar 
 
La figura delictiva de incumplimiento doloso de obligación alimentaria aparece 
tipificada en el artículo 149º del código sustantivo que tiene el siguiente contenido: 
 
El que omite cumplir su obligación de prestar los alimentos que establece una 
resolución judicial, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años, o con 
prestación de servicio comunitario de veinte a cincuenta y dos jornadas, sin perjuicio de cumplir 
el mandato judicial. 
 
Si el agente ha simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra persona, o 
renuncia o abandona maliciosamente su trabajo, la pena será no menor de uno ni mayor de cuatro 
años. Si resulta lesión grave o muerte y estas pudieron ser previstas, la pena será no menor de dos ni 
mayor en caso de lesión grave, y no menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte. 
 
De la lectura del primer párrafo del tipo base, se advierte que el ilícito penal más 
conocido como “omisión de asistencia familiar”, se configura cuando el agente dolosamente 
omite cumplir su obligación de prestar alimentos, establecido previamente en una resolución 
judicial como pensión alimenticia después de agotado un proceso sumarísimo sobre alimentos. 
Esto es, realiza el hecho típico aquella persona que teniendo conocimiento que por resolución 
judicial consentida tiene la obligación de pasar una pensión alimenticia a favor de otra, omite 
hacerlo (SALINAS, 2018, pág. 585). 
 
2.2.3. Incidentes relativos a la sentencia 
 
Los incidentes relativos a la sentencia firme son “Cuestiones de naturaleza contenciosa, 
promovidos por las partes procesales, o de oficio por el Juez, que surgen con la ocasión de la 
ejecución de una sentencia firme. Tiene por contenido los asuntos específicamente establecidos 
por Ley u otra controversia relativa o interpretación o aplicación del fallo”1. 
 
2.2.4. Libertad Anticipada 
 
La libertad anticipada significa, que el sentenciado a pena privativa de libertad efectivo 
accede a su libertad antes del cumplimiento de la pena. El inciso tres del artículo cuatrocientos 
noventa y uno del Código Procesal Penal, establece la figura de la libertad anticipada señalando: 
“Los incidentes relativos a la libertad anticipada, fuera de los beneficios penitenciarios de semi 
– libertad y liberación condicional y de la medida de seguridad privativa de libertad, y aquellos 
en los cuales por su importancia, el Juez de la Investigación Preparatoria lo estime necesario, 
serán resueltos en una audiencia oral, citando a los órganos de prueba que deben informar 
durante el debate”. La misma norma en comento, invoca la figura de la libertad anticipada como 
una institución cuyo cauce procedimental se realizará vía incidental y, de otro lado, la distingue 
de los beneficios penitenciarios (CASACIÓN N° 382-2012, 2013) . 
 
2.3. Glosario de términos básicos (Judicial, 2019) 
 
 Delito: Acción típica, antijurídica y culpable. Acto tipificado como tal en la ley, 
contrario al derecho y en el que el agente ha tenido dominio sobre las circunstancias, es decir, 
que por voluntad no ha desarrollado una conducta diferente.


 Omisión dolosa: (Derecho Penal) Cuando se deja de cumplir el deber, con la 
convicción de que con ello ocasionará un perjuicio a un tercero, daño que debió y pudo evitar. 
/Dejar de hacer, sabiendo que ocurrirá un daño, pudiéndolo evitar.


1 VIII Pleno Jurisdiccional de las Salas Penales Permanentes y Transitoria 2012, Función y Operatividad de la Libertad 




 Liberación condicional: Beneficio penitenciario que le permite al interno 
sentenciado a pena privativa de la libertad, obtener su excarcelación cuando ha cumplido la 
mitad o las tres cuartas partes de la pena impuesta según sea el caso.


 Libertad provisional: (Derecho Penal) Para acogerse a esta situación la pena 
privativa de libertad a imponérsele en caso de sentencia que no sea mayor de 4 años, o que el 




 Alimentos: Es el deber de sustento, habitación, vestido y asistencia médica que 
tienen obligación recíproca de prestarse los cónyuges, ascendientes y descendientes, así como 
los hermanos en determinadas condiciones.


 Audiencia oral: Dícese del juicio penal y su realización pública, cuando así lo 




 Reparación civil: Resarcimiento del bien o indemnización por quién produjo el 
daño delictivo, cuando el hecho afectó los intereses particulares de la víctima. Según el art. 93 
del Código penal, la reparación civil comprende: a) La restitución del bien o, si no es posible, el 
pago de su valor; y b) La indemnización de los daños y perjuicios. La reparación civil es 
solidaria si participaran varios culpables. Su cumplimiento no está limitado a la persona del 
infractor (es) sino que puede ser transmisible a sus herederos y terceros.


 Resolución: Documento que expresa la voluntad del ente estatal que la emite. 
Documento que expresa la decisión de la autoridad en el ejercicio de sus funciones. Las 
decisiones de la autoridad jurisdiccional. / (Derecho Civil) Acción y efecto de quitar la eficacia 
a un contrato por causal sobreviniente a su celebración, es decir, por la imposibilidad de cumplir 
con la obligación nacida del acto. Por ejemplo: cuando en un contrato de compra-venta, se 
entrega el bien, pero no se paga el precio. En Derecho Procesal, dícese del decreto, auto, 
sentencia o providencia que expiden los jueces en el ejercicio de sus funciones.


 Juicio oral: La segunda etapa del proceso penal ordinario, en la que después de 
haber terminado la etapa instructiva, se realizan en forma pública los debates orales de las partes 
ante el Tribunal, valorándose directamente los hechos y las pruebas.


 Juzgado: Dícese del tribunal donde despacha el Juez. Genéricamente se habla de juzgado de 
menores, juzgado penal, etc. oficina en que labora el juez.


 Jurisprudencia: Estudio de las experiencias del derecho, a través de sus fallos y 
sentencias dictados por sus tribunales, cuya observancia es obligatoria para nuevos casos de la 
misma modalidad, asumiéndolo como fuente ante situaciones semejantes.


 Juez: (Derecho Procesal) Persona investida de autoridad jurisdiccional, quién decide 
en un proceso la solución que se le debe dar al litigio planteado. Quién en representación de 
estado, resuelve los conflictos suscitados entre los particulares.


 Juez instructor: (Derecho Procesal) Autoridad judicial designada por ley para 
ejercer jurisdicción en asuntos penales. También llamado Juez Criminis, la nomenclatura actual, 









2.4. Marco referencial 
 
2.4.1. Delito de Omisión a la Asistencia Familiar 
 
2.4.1.1. Descripción típica 
 
Cuando se menciona la descripción típica de un delito, lo que se busca es describir las 
características y supuestos bajo los cuales se configura el mismo, así como la pena 
correspondiente por su realización, en presente caso al tratarse del delito de omisión a la 
asistencia familiar, vamos a ver que este se encuentra tipificado en el artículo 149º del Código 
Penal de nuestra legislación, pero previamente al estudio del artículo antes mencionado, es 
necesario tener en cuenta las siguientes precisiones. 
 
Debemos de tener en claras tres cosas antes de adentrarnos en el estudio del tema: la 
primera de ellas es identificar quienes son los sujetos obligados a brindar lo alimentos, la 
segunda quienes son los sujetos que tienen derecho a los alimentos y por ultimo cual es el rol 
que desempeña el derecho penal en las relaciones familiares. 
 
El Código del Niño y del Adolescente en su artículo 93º identifica a los sujetos 
obligados a brindar alimentos, así pues prevee que: “Es obligación de los padres prestar 
alimentos a sus hijos. Por ausencia de los padres o desconocimiento de su paradero, prestan 
alimentos en el orden de prelación siguiente: 
 
1. Los hermanos mayores de edad.  
2. Los abuelos. 
3. Los parientes colaterales hasta el tercer grado y  
4. Otros responsables del niño o del adolescente2” 
 
Al determinar a los sujetos que tienen derecho a la prestación de los alimentos tenemos 
que, el artículo 473º del Código Civil prescribe que quienes tienen este derecho son los menores 
de dieciocho años, sin embargo el mismo cuerpo normativo establece dos supuestos extras al 
antes mencionado los cuales se pueden encontrar en el artículo 473º y 483º, el primero de ellos 
prescribe que al tratarse de una persona que cuente con la mayoría de edad esta puede ser sujeto 
de este derecho en el caso que no cuente con aptitud de atender su subsistencia y el artículo 483º 
menciona que en el supuesto en que cuente con mayoría de edad pero que no se encuentre en el 
supuesto establecido en el 483º es pasible de este derecho en el supuesto en que siga estudios 
superiores con éxito3 y finalmente encontramos que el artículo 474º establece que tienen 
derecho a los alimentos los cónyuges entre sí, los ascendientes, descendientes y los hermanos. 
 
Habiendo determinado los sujetos que van a intervenir en este delito, tenemos que es el 
artículo 149º en el que se pronuncia por este delito: “Artículo 149º.- “El que omite cumplir con su 
obligación de prestar os alimentos que establece una resolución judicial será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de tres años o con prestación de servicios comunitarios de veinte a 
cincuentidós jornadas, sin perjuicio de cumplir con mandato judicial. Si el agente ha simulado otra 
obligación de alimentos en connivencia con otra persona o renuncia maliciosamente a su trabajo la 





2 Artículo 93º del Código de niños y adolescentes.  
3 Artículo 483º del Código Civil: “El obligado a prestar alimentos puede pedir que se le exonere si disminuyen sus ingresos, de 
modo que no pueda atenderla sin poner en peligro su propia subsistencia, o si ha desaparecido en el alimentista el estado de 
necesidad. Tratándose de hijos menores, a quienes el padre o la madre estuviese pasando una pensión alimenticia por 
resolución judicial, ésta deja de regir al llegar estos a la mayoría de edad. Sin embargo, si subsiste el estado de necesidad por 
causas de incapacidad física o mental debidamente comprobadas o el alimentista está siguiendo una profesión u oficio 




y éstas pudieron ser previstas, la pena será no menor de dos años ni mayor de cuatro años en 
caso de lesión grave, y no menor de tres ni mayor de seis años en caso de muerte4”. 
 
Siendo así, es que (Salinas Siccha, 2010) se pronuncia sobre la tipicidad objetiva del 
mismo, mencionado que esta se configura cuando el agente dolosamente omite cumplir su 
obligación de prestar alimentos, establecido previamente en una Resolución Judicial como 
pensión alimenticia después de agotado un Proceso Sumarísimo sobre alimentos. 
 
Identificando así al sujeto activo en la persona que tenga la obligación de prestar la 
obligación de prestar alimentos, tal como lo hemos precisado en párrafos anteriores, y al sujeto 
pasivo en la persona beneficiada por una pensión alimenticia mensual ordenada por mandato, 
para ser más concretos y teniendo en cuenta el gran número de casos que ocurren sobre este 
supuesto, el obligado es el padre o madre y el beneficiado o beneficiados el hijo o hijos menores 
de edad y en casos especiales el mayor de edad que cuente con los requisitos que precisa el 
artículo 473º del Código Civil5. 
 
Como tercer punto respecto del rol que desempeña el derecho penal en las relaciones 
familia podemos ver que los doctrinarios señalan que la intervención del Estado en las 
relaciones familia, vía el derecho punitivo, en lugar de resultar beneficioso, puede ser 
contraproducente es más hasta dañino; dado que no contribuye de manera alguna a mejorar la 
situación económica de la familia ni lograr su unidad. Afirmado que el Estado debe abstenerse 
de intervenir en este medio. Sin embargo para (Salinas Siccha, 2010) tal intervención se 
justifica por el hecho concreto de garantizar el efectivo cumplimiento de las obligaciones 
familiares, cuando los ciudadanos dolosamente pretenden sustraerse. 
 
Justificando la intervención del Estado, en que el incumplimiento de los deberes 
alimenticios pone, la mayor de las veces, en forma grave y seria en peligro la salud y la vida de 
los alimentistas; lo cual tal como menciona (Villa Stein, 1998) no significa que caigamos en 
cierto dramatismo, sino que más bien esto busca proteger con realismo deberes imperativos 
cuando dolosamente algunas personas se pretenden sustraer. La intromisión del derecho penal 
en las relaciones familiares trae como consecuencia positiva que los ciudadanos internalicen y 
afirmen la convicción de que los deberes impuestos por la naturaleza y la Ley son de 
cumplimiento imperativo e ineludible. 
 
2.4.1.2. Bien Jurídico Protegido 
 
El ilícito penal de omisión a la asistencia familiar, no tiene como bien jurídico tutelado a la 
familia, dado que lejos de lo que se cree antes de que la conducta se torne delictiva, la familia ya se 
encuentra seriamente lesionada o en muchos casos hasta disuelta, situación que no le corresponde 
resolver al derecho penal, en efecto el bien jurídico tutelado es el deber de asistencia, el auxilio o 
socorro que tienen los componentes de una familia entre sí, este deber se entiende como la 
obligación que se tiene de cumplir con los requerimientos económicos que sirvan para satisfacer las 
necesidades básicas de supervivencia de determinados miembros de su familia. 
 
Idea que es reforzada por (Bramont-Arias Torres & García Cantizano, 2013) quienes 
afirman que si bien es cierto que el bien jurídico tutelado es la familia, no es esta propiamente 
dicha, si no específicamente los deberes de tipo asistencial que nacen en la familia, es así que en 
este concepto prevalece la idea de seguridad de las personas afectadas más que la propia 




4 Artículo 149º del Código Penal.  
5 Artículo 473º del Código Civil: “Alimentos del mayor de dieciocho años”.- El mayor de dieciocho años sólo tiene derecho a alimentos 
cuando no se encuentre en aptitud de atender a su subsistencia por causas de incapacidad física o mental debidamente comprobadas. Si 
la causa que lo redujo a ese estado fue su propia inmoralidad, sólo podrá exigir lo estrictamente necesario para subsistir. No se aplica 




2.4.1.3. Resolución Judicial 
 
Los doctrinarios entendidos en la materia precisan que para la configuración de este tipo 
penal debe existir una resolución judicial firme donde se fije concretamente el monto que 
corresponde a la pensión alimenticia, sin embargo, tenemos casos donde las partes a través de 
un acuerdo conciliatorio llegan a un acuerdo de monto pensionario, los cuales deben ser 
presentados ante el Juez Civil para que a través del órgano jurisdiccional se proceda a su 
aprobación y pueda requerir al inculpado para el cumplimiento de su obligación. 
 
(Vilela Romero, 2015) citando a (Salinas Siccha, 2010) precisa que la resolución 
judicial a la que se refiere este tipo penal no es aquella que establece el monto de los 
devengados, es decir aquella que establece el monto de devengados desde el momento que se 
obtuvo la sentencia que fija pensiones hasta el momento que se liquida, si no aquella que 
establece el monto pensionario para el alimentista, excluyendo de esta manera a la resolución 
que fija los devengados como elemento constitutivo de este delito 
 
Otra posición sobre este tema, es que la resolución judicial que menciona el tipo penal 
es que contiene la liquidación de las pensiones liquidadas, respaldando su teoría en que desde el 
momento de la emisión de esta el solo hecho de no realizar el pago oportuno, pone en peligro al 
alimentista, dado que la pensión establecida cubre necesidades fundamentales para el desarrollo 
del alimentista. 
 
2.4.1.4. Incumplimiento de la Obligación Alimentaria 
 
La conducta tipificada en este delito, es una conducta omisoria, teniendo en cuenta que 
la comisión de un delito no está referida solo al accionar de una persona con el fin de lesionar 
un bien jurídico tutelado, sino que también se puede configurar cuando se omite realizar o 
cumplir con un deber moral o legal, como es el presente caso. 
 
Al referirnos a una conducta omisoria, nos referimos a aquella que no se realiza, sino que se 
le debe agregar un elemento más que es que el sujeto activo se encuentre en la posibilidad de 
realizarla pero que a pesar de tener la obligación y la posibilidad de realizarla no lo hace. 
 
Bajo este supuesto tenemos los agravantes de este tipo penal: “(…) Si el agente ha 
simulado otra obligación de alimentos en connivencia con otra persona o renuncia o renuncia o 
abandona maliciosamente su trabajo la pena será no menor de uno ni mayor de cuatro años, si 
resulta lesión grave o muerte y éstas pudieron ser previstas, la penas será no menor de dos ni 
mayor de cuatro años en caso de lesión grave, y no menor de tres ni mayor de seis años en caso 
de muerte6”. 
 
2.4.1.5. Aspecto Subjetivo 
 
En el ámbito subjetivo de este delito podemos ver que se requiere de una conducta 
dolosa, tal como precisa (Vilela Romero, 2015) el delito de omisión a la asistencia familiar es 
un delito esencialmente doloso, no admitiendo la culpabilidad para su configuración, empero si 
señala cual es la situación que tiene que darse, como es el conocimiento de la existencia de la 
resolución judicial que dispone el pago por concepto de alimentos. 
 
El autor antes citado precisa que, a esto se le debe agregar que es un delito de peligro 
abstracto, no siendo posible en este caso admitir la modalidad culposa, puesto que estos últimos 
siempre requieren un resultado y que en este delito tal situación no se da, pues su configuración 
no necesita advertir la lesión de un derecho fundamental del alimentista, sino tan solo la puesta 
en peligro del incumplimiento de lo resuelto por la resolución judicial, es decir que a pesar de  
 
6 Segundo párrafo del artículo 149º del Código Penal. 
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conocer el deber que tenía con las pensiones alimenticia, decido no realizar la acción esperada, 
que sería la de cumplir, siendo así un elemento esencial la conciencia de riesgo que el obligado 
crea. 
 
Para (Daniel, 2012) en los delitos de omisión, el dolo no puede revestir la misma 
estructura que en los delitos de acción y que bajo su posición basta que el sujeto decida el 
mantenimiento omisivo aceptando el curso de los conocimientos; es en este entender que la no 
actuación del sujeto o su pasividad frente a una obligación impuesta desde un primer momento 
por la constitución, seguidamente por una resolución judicial, permite comprobar que no solo se 
debe atribuir a quien conoce de la resolución judicial, que también debe querer la omisión. 
 
2.4.2. Debido Proceso 
 
2.4.2.1. Antecedes Históricos 
 
(Ore Guardia, 2011) Menciona que el debido proceso fue recogido por primera vez en 
1215, en la carta magna de Inglaterra, bajo el denominado de due process of law, mediante la 
cual ningún hombre libre podía ser arrestado, mantenido en prisión o desprovisto de su 
propiedad sin un juicio legal de sus pares y por la ley de la nación. De esta forma, el estado 
reconocía a favor de toda persona una gama de derechos procesales o procedimentales que 
debían respetarse antes de imponerle una sanción. 
 
A su vez (Ojeda Torres, 2019) menciona que, en el derecho anglosajón, el debido 
proceso se descompone en dos partes, una sustantiva y una adjetiva, de las cuales precisa: que el 
debido proceso sustantivo, que protege a los ciudadanos de las leyes contrarias a los derechos 
fundamentales y, el debido proceso adjetivo, referido a las garantías procesales que aseguran los 
derechos fundamentales. Su incorporación al constitucionalismo latinoamericano ha matizado 
sus raíces, señalando que el debido proceso sustantivo se refiere a la necesidad de que las 
sentencias sean valiosas en sí mismas, esto es, que sean razonables; mientras que el debido 
proceso adjetivo alude al cumplimiento de ciertos recaudos formales, de trámite y de 




Para el debido proceso penal, es el conjunto de etapas formales secuenciadas e 
imprescindibles realizadas dentro un proceso penal por los sujetos procesales cumpliendo los 
requisitos prescritos en la Constitución con el objetivo de que: los derechos subjetivos de la 
parte denunciada, acusada, imputada, procesada y, eventualmente, sentenciada no corran el 
riesgo de ser desconocidos; y también obtener de los órganos judiciales un proceso justo, pronto 
y transparente. 
 
(Yataco Rosas, 2009) menciona que el debido proceso para él es el derecho de todo 
ciudadano a ser parte, en su caso en un proceso con todas las garantías. Es decir, a recibir 
justicia a través de un cauce procesal revestido de las mayores seguridades posibles en un 
determinado momento histórico (entre ellas, hoy en día, sin ánimo exhaustivo, pueden citarse: el 
derecho a un proceso público y sin dilaciones indebidas, a la prueba, a ser juzgado por un 
órgano técnico, imparcial e independiente, a ser defendido por un abogado, a poder impugnar la 
sentencia, a que esta sea motivada). 
 
En este caso podemos ver que precisa que estas garantías con las que un ciudadano debe 
contar en un proceso, deben ser las mayores dentro un espacio histórico, lo cual significa que a 
pesar de que en un momento de la historia se cuente con pocas garantías el solo hecho de que 





2.4.2.3. Tutela Jurisdiccional Efectiva 
 
El Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, según (Cardenas Torres, 2019) surge 
luego de culminada la Segunda Guerra Mundial en la Europa Continental, como consecuencia 
de un fenómeno de constitucionalización de los derechos fundamentales de la persona, y dentro 
de éstos, una tutela de las garantías mínimas que debe reunir todo proceso judicial. 
 
Sin embargo, los antecedentes del mismo se remontan a la Europa del siglo XIII que 
con la Carta Magna inglesa de 1215, al referirse sobre el debido proceso, esta se refiere a que 
ninguna persona, cualquiera que sea su condición o estamento, será privada de su tierra, ni de su 
libertad, ni desheredado, ni sometido a pena de muerte, sin que antes responda a los cargos en 
un debido proceso legal. 
 
La legislación peruana consagra este derecho en el inciso tercero del artículo 139º de la 
Constitución Política y artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil y cuya 
cualidad de “Efectividad se desprende de su interpretación, de conformidad con los tratados 
internacionales sobre los derechos humanos. (Chamorro Bernal, 1994) menciona que la 
efectividad de la tutela jurisdiccional sin duda constituye el rasgo esencial de este derecho, de 
forma tal que una tutela que no fuera efectiva, por definición, no sería tutela. 
 
(Guiherme Marinon, 2007) conceptualiza a la Tutela Jurisdiccional Efectiva, como 
aquel derecho que consiste en exigir una prestación del Estado, el cual va a requerir de técnicas 
procesales idóneas para la efectiva tutela de cualquiera de los derechos. Este autor propone, que 
el derecho a la tutela jurisdiccional, aún sin perder su característica de derecho a la igualdad de 
oportunidades de acceso a la justicia, pase a ser visto como el derecho a la efectiva protección 
del derecho material, del cual son deudores el legislador y el Juez. El derecho a la Tutela 
Jurisdiccional Efectiva confiere el derecho al procedimiento (técnica procesal) realmente capaz 
de atender a los derechos, sea ante el Estado, sea ante los particulares. 
 
Para (Neyra Flores, 2010) el Derecho a la Tutela Jurisdiccional no solo es el derecho que 
tienen las partes para invocarlo accediendo a la justicia y para accionar dentro del proceso 
jurisdiccional, sino que también es el derecho de contar con la observancia y la correcta aplicación 
del derecho por parte de los jueces y tribunales, por lo que tampoco se limita a la interposición de la 
acción judicial o pretensión sino que, también tiene amplia cobertura durante el proceso judicial, en 
los actos que requieren de la decisión jurisdiccional, finalmente menciona el autor que este derecho 
no se circunscribe solo al derecho penal si no a todas las ramas del derecho. 
 
2.4.2.4. Derecho de Defensa 
 
Respecto al Derecho de Defensa varios autores se han pronunciado respecto él como un 
factor clave dentro del derecho de la Tutela Jurisdiccional efectiva, así tenemos que para (Ore 
Guardia, 2011) el Derecho de defensa constituye un presupuesto de validez para el desarrollo 
del proceso y la aplicación de la pena, en virtud del cual los sujetos procesales, titulares de tal 
derecho, pueden hacer valer sus respectivas pretensiones en función de los derechos subjetivos 
que buscan resguardar. 
 
Otro autor que se pronuncia sobre el tema es (Mesia, 2004) quien menciona que el 
Derecho de Defensa consiste en la obligación de ser oído, asistido por un abogado de la 
elección del acusado o demandado, o en su defecto a contar con uno de oficio. Este derecho 
comprende la oportunidad de alegar y probar procesalmente los derechos o intereses, sin que 
pueda permitirse la resolución judicial inaudita parte, salvo que se trate de una incomparecencia 
voluntaria, expresa o tácita, o por una negligencia que es imputable a la parte. La intervención 
del abogado no constituye una simple formalidad. Su ausencia en juicio implica una infracción 








(Cuello Calón, 1985) menciona que el derecho penitenciario es aquel que estudia las 
normas que regulan el régimen de detención y prisión preventiva y la ejecución de las penas y 
medidas de seguridad detentivas, siendo este de menor amplitud que el Derecho de Ejecución 
Penal, el cual se encarga del estudio de las normas jurídicas que regulan la ejecución de las 
penas y medidas de seguridad; de esto podemos observar que el origen de este no es otro que el 
de asegurar que las penas consignadas en el Código Penal se hagan efectivas, es decir posee un 
origen político criminal por parte del Estado, quien a través de sus instituciones logra tener un 
complimiento efectivo de las penas y sanciones. 
 
Un alcance más detallado sobre el origen de las penas, es el que nos muestra (Zuñiga 
Apaza, 2018) aquí encontramos que la autora menciona que durante la edad media, el derecho 
penal en el continente Europeo tuvo radicales cambios, los cuales en vez de tener su causa en el 
servicio del ser humano y de la sociedad fue un derecho al servicio de los fines políticos y 
económicos de una clase dominante, una ausencia de juricidad que favoreció a una a la clase 
social más pudiente. Que, “en esta época, debido a la multiplicidad de enfrentamientos bélicos, 
ocasionados por la ambición territorial y económica de una gran cantidad de líderes asentados 
en minúsculos territorios, se asumió que el castigo de los delitos debía servir para el logro de la 
paz y no para censurar a quienes habían realizado una conducta delictiva”. Una clara 
manifestación de este servilismo del derecho penal fue el sistema penance, donde el castigo por 
el delito era impuesto a través del pago de una indemnización. 
 
Durante el Renacimiento (Siglos XV y XVI), que se prioriza la privación de libertad 
como regla general de pena y con su imposición, los estados impusieron el trabajo como parte 
del cumplimiento de la pena. 
 
2.4.3.2. Realidad Carcelaria en el Perú 
 
Al revisar la historia penitenciaria de nuestro país podemos ver que la organización de 
algunas culturas pre-incas como la Chavín, Tiahuanaco, Mochica, Chimú y Nazca, estaba 
constituido por los ayllus, los mismos que reunían diversos significados ya que podían estar 
constituidos por personas de la misma casta, linaje, genealogía, parentesco, comunidad, dentro 
de este contexto histórico el derecho carcelario no existía puesto que la justicia era impartida 
por los curacas quienes de forma general aplicaban, incluso en las tentativas de delitos, la pena 
capital como forma de sanción sin que existan penas complementarias a esta como podría haber 
sido el forzado en los ayllus. 
 
En el Imperio Incaico la finalidad de las penas era la intimidación y no la reparación del 
delito cometido, si bien en ambos periodos la pena capital era la pena más frecuente; durante el 
Incanato se instauraron una diversidad de sanciones con el objetivo de no sólo sofocar 
insubordinaciones sino recaudar más tributos y bienes para el Imperio. Es así como apareció la 
pena de trabajos forzados donde se exigía a la persona y su familia o al ayllu completo que a 
través de su trabajo procuren la entrega de productos o impuestos, adicionales a los ya 
impuestos por el Inca. En ese sentido, cuando el estado (imperio incaico) buscaba obtener una 
ventaja patrimonial de los delincuentes a través de su trabajo, no eran privados de su libertad e 
incluso la pena de trabajo obligatorio era extendida a su familia o ayllu (Zuñiga Apaza, 2018). 
 
Con la conquista el Derecho Penitenciario sufrió grandes cambios, el historiador Pedro 
Cieza de León afirma que “con admirable tacto los incas no modificaron los usos y costumbres 
de las demás tribus conquistadas, los que, por lo demás, eran similares a los suyos. Los 




ejemplo, expropiaron tierras de los ayllus; impusieron tributos especiales, los que podían 
consistir en especies, que eran almacenadas en depósitos del Estado, o en servicios personales. 
 
La evolución de la historia carcelaria en el Perú ha sufrido varios cambios históricos 
que han pasado desde su inexistencia, hasta su aparición y desarrollo, manteniendo siempre la 
objetividad de ser sancionador y en algunos casos reparador. 
 
2.4.3.3. Problemática de las Cárceles Peruanas 
 
El INPE a través del Informe Estadístico (Penitenciario, 2018), nos expone la 
problemática de las cárceles peruanas, de manera introductoria nos explica que la población del 
sistema penitenciario nacional está compuesta por las personas procesadas con medidas de 
detención y personas sentenciadas a pena privativa de libertad que se encuentran en los 
establecimientos penitenciarios, asimismo, personas liberadas con beneficio penitenciario de 
semilibertad ó liberación condicional y personas sentenciadas a pena limitativa de derechos, que 
son atendidas en los establecimientos de medio libre. 
 
Así mismo, menciona que la población del sistema penitenciario al mes de febrero 2018 
es de 104,643 personas, de ellos, 86,2292 se encuentran en establecimientos penitenciarios al 
tener mandato de detención judicial o pena privativa de libertad efectiva, mientras que 18,414 
personas asisten a establecimientos de medio libre al haber sido sentenciados a penas limitativas 
de derechos, dictaminado medidas alternativas al internamiento, o liberados con beneficio 
penitenciario de semilibertad ó liberación condicional. 
 
De estas estadísticas podemos ver la existencia de una sobrepoblación carcelaria, lo que 
provoca un hacinamiento en los establecimientos penitenciarios, que conlleva a que los reos no 
cuenten con condiciones mínimas para cumplir de forma digna sus condenas, para tener una 
idea más clara de esta situación véase el anexo 3. 
 
Respecto a los porcentajes en delitos específicos, tenemos que el 4.7% de la población 
penitenciaria (POPE) se encuentra inmersa en el delito de violación sexual tipo básico (artículo 
173º, Código Penal) que sumado al 9.5% por el delito de violación sexual de menor de edad 
(artículo 173º, Código Penal), al 1.7% del delito de actos contra el pudor (artículo 176º, Código 
Penal) y al 2.1% del delito de actos contra el pudor contra menores de edad (artículo 176º-A, 
Código Penal), nos invita a reflexionar sobre cifras alarmantes y pensar que la población 
penitenciaria se inclina por la comisión de delitos en donde premia la vulneración y menoscabo 
de los derechos de grupos vulnerables de la sociedad (menores de edad y mujeres), por lo que se 
hace necesario realizar una política conjunta de tratamiento a estos tipos de agresores. 
 
Estos porcentajes vienen seguidos de los delitos relacionados con el tráfico ilícito de 
drogas, que se aprecian cuando sumamos la POPE de 8.8% por el delito de tráfico ilícito de 
drogas (TID) en el tipo básico (artículo 296º, Código Penal), con la POPE de 4.2% en el tipo 
TID agravado (Artículo 297º, Código Penal), la POPE de 1.7% por el delito de micro 
comercialización o micro producción de drogas (Artículo 298º, Código Penal) y la POPE de 
5.0% del delito de promoción o favorecimiento al TID; estas tipologías ante su mayor avance 
pueden provocar problemas estructurales en la sociedad, al igual que el aumento del consumo 
de drogas. Para tal efecto, se utiliza a los consumidores como transportadores de la carga ilícita 
por las organizaciones criminales, comúnmente denominados “burriers” cuando estos son 
ciudadanos extranjeros, y se han tornado como los principales candidatos para su ilícito 
negocio. Por lo que el tratamiento penitenciario, deberá diseñar otros mecanismos de apoyo, al 
ser un delito que tiene un origen de connotación económica. 
 
Si nos enfocamos en el delito que es objeto de estudio, es decir el de omisión a la 




nada menos que 2,501 internos, es decir el 2.9% del total de la población penitenciaria, de los 
cuales 1,734 tienen la condición de sentenciado y 767 con la condición de procesados. 
 
2.4.4. Libertad anticipada 
 
Una de las conclusiones del Segundo Pleno Jurisdiccional de Sullana del año (2012, 
2019) señala que “La libertad anticipada no existe como institución, la referencia que hace el 
código en el artículo 491º, inciso 3 concierne a libertades que se otorgan antes del cumplimiento 
de la pena establecida en la condena-diferentes a los beneficios de semilibertad y liberación 
condicional-, supuestos como conversión de pena por colaboración eficaz en ejecución de 
sentencia, por refundición de penas, conversión por control electrónica de ejecución de 
sentencia, etc”. 
 
Es en este mismo evento que los participantes, resumieron y explicaron los argumentos 
expuestos al respecto por los magistrados de la Corte Superior de Justicia de Huaura y, según 
ellos “La libertad anticipada significa que el sentenciado a pena privativa de la libertad accede a 
su libertad antes del cumplimiento de la pena. El legislador, a diferencia de los beneficios 
penitenciarios que también corresponde a supuestos de libertad anticipada, no ha establecido los 
supuestos para que el Juez Penal de Investigación Preparatoria, no el Juez unipersonal, conceda 
libertad anticipada, y bajo qué parámetros o reglas debe el sentenciado permanecer con libertad 
anticipada hasta que cumpla la totalidad de la pena privativa de la libertad efectiva impuesta, en 
caso se declare fundada el pedido de libertad anticipada. 
 
2.4.4.1. Descripción Típica 
 
El artículo 491º del Nuevo Código Procesal Penal señala que; existen incidentes de 
modificación de la sentencia, entre los que se encuentran los relativos a la Libertad Anticipada, 
que serán resueltos en audiencia oral, citando a los órganos de prueba que deben informar 
durante el debate. De esta idea, podemos inferir dos consecuencias: a) No hay cosa juzgada en 
materia penal (la sentencia consentida puede ser modificada posteriormente. Naturalmente no 
de manera arbitraria, sino cumpliendo las exigencias normativas). b) Es posible la libertad 
anticipada, pero previa audiencia donde las partes deberán exponer sus razones. 
 
En el Libro Sexto del Código Procesal Penal, dedicado a la ejecución de la sentencia, 
se incorpora a través del artículo 491°, diversos incidentes dirigidos a modificar la sentencia. 
Estos incidentes se refieren particularmente a casos de conversión de penas o su revocación, a la 
revocación de suspensión de la ejecución de la pena, a la reserva del fallo condenatorio, y a la 
extinción o vencimiento de la pena; al admitir la modificación de la sentencia, en el extremo de 
la pena, a través de las incidencias indicadas, se abre la posibilidad de que se discuta en dichas 
incidencias, en un sentido u otro, es decir, se podría incluso hablarse de una incidencia de 
revocatoria de la revocatoria de la suspensión de la ejecución de la pena, basado en las mismas 
consideraciones que fundamentan la necesidad de la pena efectiva y de sus fines. 
 
2.4.4.2. Naturaleza Jurídica 
 
Del concepto que hemos visto de Libertad Anticipada, se puede deducir que la 
naturaleza jurídica de la libertad anticipada es la de un beneficio penitenciario (aunque no tenga 
ese nombre o se pretenda apartar de ella en varias explicaciones teóricas). La razón radica en 
que los supuestos de conversión de la pena, por darse en el momento mismo de su expedición y 
no posterior a ella, hacen inviable una anticipación de libertad. 
 
En este orden de ideas, podemos ver que la naturaleza jurídica de la libertad anticipada, 
es la de un beneficio penitenciario, más no la de una conversión de la pena, lo que nos lleva a 




2.4.5. Beneficios Penitenciario 
 
Para (Small Arana, 2014) los beneficios penitenciarios son precisamente eso: beneficios 
otorgados al condenado que el Estado con el fin de alentar su reinserción. “Un “beneficio” es 
una gracia, un favor que se le otorga a una persona; es decir, tiene una génesis premial; En 
cambio, cuando nosotros hablamos de “derecho” nos referimos a una facultad de exigir todo lo 
establecido a nuestro favor por la ley. 
 
A su vez en la (Sentencia del Tribunal Constitucional, del caso Victor Alfredo Polay 
Campos) el Tribunal Constitucional Peruano, ha señalado reiterada y uniformemente, que los 
beneficios penitenciarios “… no son derechos fundamentales, sino garantías previstas por el 
derecho de ejecución penal, cuyo fin es concretizar el principio constitucional de resocialización 
y reeducación del interno. En efecto, las garantías persiguen el aseguramiento de determinadas 
instituciones jurídicas y no engendran derechos fundamentales a favor de las personas, de ahí 
que pueden ser limitadas o restringidas sin que ello comporte arbitrariedad. No obstante, no cabe 
duda de que aun cuando los beneficios penitenciarios no constituyen derechos, su denegación, 
revocación o restricción del acceso a los mismos debe obedecer a motivos objetivos y 
razonables…” 
 
El Código Procesal Penal, regula en su inciso 3 del artículo 491° la institución de la libertad 
anticipada precisando que se trata de supuestos de libertad anticipada, diferentes a los beneficios 
penitenciarios de Semilibertad y Liberación Condicional, lo cual genera una apertura en la línea de 
interpretación, que permite la posibilidad de una Libertad Anticipada, por un supuesto de conversión 
o reconversión de las penas cortas, al nivel de la ejecución de las mismas. 
 
Siendo esta institución una de origen ejecutivo, ha sido incorporado al procedimiento de 
ejecución, mediante la cual puede modificarse la sentencia, en casos, donde resultan aplicables 
las medidas sustitutivas de la pena privativa de la libertad, por lo que su alcance es solo para 
delitos de baja penalidad, y que orientan a seguir evaluando la conveniencia de la necesidad del 
uso de la pena efectiva para la obtención de los fines constitucionales de las penas. 
 
Respecto a la naturaleza jurídica de los beneficios penitenciarios y en especial de 
aquellos que permiten la excarcelación anticipada del condenado (Brousset Salas, 2019) 
menciona que, el debate forense y jurisprudencial, exige establecer si el acceso a dichos 
beneficios- entendida como la existencia de un régimen que permita el goce indiferenciado de 
tales beneficios - tiene rango de derecho constitucional inherente a todos los sentenciados que 
purgan condena a pena privativa de la libertad. 
 
Al revisar el derecho comparado podemos ver que según lo consignado por (YAURI, 
2017) en México los beneficios de Libertad Anticipada que se conceden son tres: 1) La Libertad 
Preparatoria; 2) La Remisión Parcial de la Pena; y 3) Tratamiento Pre-liberacional. En 
Venezuela, con el Código Orgánico Procesal Penal se crean los tribunales de ejecución, con la 
concentración de competencias exclusivas que vienen a judicializar la fase de Ejecución penal. 
Ello no tiene otro objeto más que judicializar la fase de Ejecución penal y así, concretar 
mayores garantías para el penado quien podrá impugnar en sede judicial decisiones que tengan 
que ver con el cumplimiento o extinción de la pena, lo que en todo caso contribuirá al 
descongestionamiento de los tribunales de juicio pues éstos se dedicarán sólo a juzgar, 
descargándoseles de funciones administrativas, entre ellas la ejecución material de la sentencia. 
 
Así por ejemplo, como una de las tareas principales que corresponde por ley a los 
Jueces de Ejecución, es el otorgamiento de los llamados “beneficios” para la ejecución de la 
pena. También competentes para conocer de todas aquellas situaciones que afecten al 
cumplimiento de la sanción, como lo son el indulto, la conmutación de la pena, la amnistía y el 




 La creación del Fuero de Ejecución Penal en la Provincia de Córdova (Argentina), ha 
producido para (Belen, 2019) una evolución digna de destacarse en los conceptos y en la 
interpretación de las normas de ejecución penal, lo que garantiza la aplicación de las normas de 
garantía del proceso penal, a este momento final de aplicación de la pena. 
 
Respecto de la humanización de las penas como fundamento de la libertad anticipada, 
(Daniel, 2012) menciona que, no hay duda y menos discusión respecto a que la libertad es un 
derecho fundamental, que los positivistas y naturalistas, cada uno desde su concepción han 
señalado que ello es así. Sin embargo, en circunstancias como las actuales- donde la 
criminalidad tiene en jaque a la ciudadanía-, hay intelectuales, gobernantes y sector 
(probablemente mayoritaria) de la población que abogan por penas inhumanas (que se 
materializan en negación de beneficios penitenciarios, cadena perpetua, etc.), por consiguiente, 
la pena ya no pretende cumplir el fin de resocializar, reinsertar a la sociedad al condenado, sino 
se convierte en instrumento de represión, de venganza. 
 
2.4.5.1. Situación Actual de los Beneficios Penitenciarios 
 
Antes la vigencia del Código de Ejecución Penal, las normas de ejecución Penal, las 
normas de ejecución se encontraban dispersas y si bien la Ley Nº 17581 regulaba en alguna 
medida el procedimiento para la concesión de los beneficios penitenciarios, no se contaba con 
un cuerpo normativo que las unificara y otorgara concordancia entre ellas. 
 
Siendo así que, con la promulgación del Código de Ejecución Penal en 1991, se pensó 
que este problema se había resuelto, sin embargo, durante ese tiempo hasta la actualidad se han 
dado una gran cantidad de normas que reformaron el mencionado cuerpo legal. 
 
Prueba de ello es el Decreto Legislativo 1296 que modifica de manera sustancial el Código de 
Ejecución Penal, pero en su primera disposición transitoria final se consigna lo siguiente: “Las 
disposiciones legales que prohíben y/o restringen los beneficios penitenciarios de redención de la 
pena por el trabajo o la educación, semilibertad y liberación condicional se mantienen vigentes. 
 
Ya que el nuevo Decreto Legislativo Nº 1296 establece ahora nuevos criterios para la 
concesión de los beneficios penitenciarios, pero a su vez delimita la vigencia de las normas 
penitenciarias, es así que se debe tomar en cuenta lo siguiente: 
 
1. Los nuevos parámetros evaluativos para la concesión de los beneficios penitenciarios 
de semi-libertad y liberación condicional sustentados en el régimen donde se halla ubicado el 
interno, conforme a la Ley 1296, son de aplicación para todos aquellos que son condenados con 
sentencia firme a partir del día siguiente de la entrada en vigencia de dicha ley de conformidad 
con la primera disposición complementaria de la Ley Nº 1296. 
 
Queda claro con esta disposición, que ésta novedosa modalidad de evaluación que nos 
trae esta ley, sustentados en el régimen penitenciario a que pertenece el interno, como también 
sus normas referidas a la tramitación y resolución por el Juez, sólo serán aplicadas para los 
internos condenados desde el 31 de diciembre del año 2016 para adelante. 
 
Por el contrario, los internos que vienen cumpliendo condena con anterioridad a dicha 
ley, se siguen rigiendo por las normas establecidas en el Código de Ejecución Penal, como 






2. Los beneficios penitenciarios de semi-libertad y liberación condicional se aplican 
conforme a la ley en el momento de la sentencia condenatoria firme. Esta disposición es de 
aplicación inmediata incluyendo a aquellos casos anteriores a la entrada en vigencia de la 
presente ley7. 
 
Esta ley incorpora el artículo 57º literal A en el Código de Ejecución Penal, 
concordándola a su vez con su disposición transitoria, establece que en materia de beneficios 
penitenciarios de semi-libertad y de liberación condicional, todos los casos incluyendo a los 
anteriores, deben sujetarse a estas reglas sobre la temporalidad de las leyes. 
 
Al margen de las discrepancias que se puedan tener sobre dicha norma se debe reconocer 
que esta ley ha sentado un criterio uniforme sobre la aplicación de las leyes penitenciarias en el 
tiempo, terminando con las confusiones que se venían teniendo sobre este tema. 
 
En efecto, con la inclusión del mencionado artículo, seguido de la precisión hecha en la 
disposición complementaria de la referida norma, se ha resuelto las controversias suscitadas por 
el pronunciamiento del Tribunal Constitucional y el Criterio de la Corte Suprema de carácter 
muy similar a la que asume la ley en mención, en tanto que, algunas normas definían su propia 
aplicación como sucedió en las leyes 300101 o la 30262, que precisaban a su vez, que las 
restricciones sobre los beneficios penitenciarios establecidas en las leyes 30054, 30068, 30076, 
30077 eran de aplicación sólo para los delitos que se cometieran después de sus vigencias. 
 
2.4.5.2. Los Beneficios Penitenciarios de Semi-libertad y Liberación Condicional 
Conforme al Decreto Legislativo Nº 1296. 
 
La promulgación del Decreto Legislativo 1296 ha venido a significar un cambio sustancial 
sobre la forma en que se venían tramitando y concediendo de manera absoluta la procedencia de 
antes, donde la autoridad judicial definía de manera absoluta la procedencia o improcedencia del 
beneficio penitenciario, hoy en día, esta posibilidad del interno de poder acudir ante el Juez de 
ejecución está supeditado al régimen penitenciario e que se encuentra clasificado. 
 
Si bien, se mantienen las restricciones de algunos delitos considerados de suma 
gravedad, por lo general son los diferentes regímenes en donde se encuentra ubicado el interno 
el que se da acceso a los beneficios de semi-libertad y de liberación condicional. 
 
En opinión de (Torres Gonzales, 2017) ésta nueva concepción de evaluación implica 
propiamente una selección previa de los internos que postulan al beneficio. Selección que no 
proviene de un órgano jurisdiccional sino de una autoridad administrativa como lo es el INPE, 
lo cual si bien tiene su razón de ser en el hecho de que los niveles de clasificación representan 
un factor objetivo sobre el grado de rehabilitación de un interno, no puede resultar siendo el 
factor determinante en la resolución de estos beneficios. 
 
Haciendo la salvedad de que el hecho de que un interno se encuentre en un régimen 
cerrado de mínima seguridad no significa que el beneficio le será otorgado de manera 
automática, porque dicha condición solo le abre la posibilidad de poder presentarse a la 
evaluación, mas no así de asegurar su aprobación, dado que en ella concurren adicionalmente 
otras apreciaciones, por lo que el órgano jurisdiccional termina siendo siempre el que emite la 
decisión final. Empero, en estar clasificado en un régimen excluyente del beneficio, entonces, la 
decisión básicamente es tomada anteladamente por la administración penitenciaria.  
 
7 Artículo 57º literal A y Primera disposición complementaria de la Ley 1296. 
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Si bien, con esta nueva modalidad se atiende estos parámetros de clasificación que 
constituyen a su vez indicativos de la menor a mayor facilidad de reinserción del interno, creemos 
que en cierta forma puede resultar polémico el dejar en manos de la administración penitenciaria la 
procedencia o improcedencia de los beneficios, toda vez que de su clasificación que realice va a 







































































Cualitativo, porque se buscó explicar la posibilidad de implementar la figura del 
control previo constitucional en el ordenamiento jurídico peruano, considerando las fuentes del 




Es descriptivo, puesto que se analizó y buscó recolectar información que permitió 
determinar la necesidad de la implementación del control previo constitucional en el 
ordenamiento peruano. Además, esta investigación se basó en un Diseño Documental, el cual 
consiste en un proceso de búsqueda, recuperación, análisis, crítica e interpretación de datos 
secundarios, es decir, los obtenidos de la legislación comparada y de aquellos realizados por 
otros investigadores en fuentes documentales como son: impresas, audiovisuales, o electrónicas. 
 
Este trabajo fue de investigación-acción, debido a que se buscó la implementación de 
la figura de control previo constitucional en el ordenamiento jurídico peruano. 
 
3.3. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS 
 
 Método Analítico Sintético: Analizando la doctrina, legislación nacional e 
internacional obtenida sobre el particular, se determinaron los criterios necesarios para la 
implementación la libertad anticipada en el Código Procesal Penal.


 Método Deductivo Inductivo: Mediante el cual se establecieron conclusiones 
partiendo del análisis de las fuentes de del Derecho Peruano para observar la posibilidad de 
implementación de la figura de libertad anticipada en el Código Procesal Penal.


 Hermenéutica Jurídica: Se empleó con la finalidad de llegar a una interpretación 




3.4. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
 
 La información se procesó de acuerdo a los logros obtenidos mediante las técnicas, 
fuentes e instrumentos empleados para la recolección de la información. De esta forma, los datos 
obtenidos se analizaron detalladamente con la finalidad de dar validez a la hipótesis planteada.


 La técnica que se planteó fue la que privilegia los documentos, a fin de analizar 
minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de investigación, 
las técnicas empleadas fueron:

 
1. Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizó 
minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de nuestra 
investigación. 
 
2. Fichaje: a través del fichaje bibliográfico se compiló todo lo que se ha escrito directa o 











































































CAPÍTULO IV: PROBANZA DE LA HIPÓTESIS 
 
4.1. PROBANZA JURÍDICO SOCIAL- DOCTRINAL 
 
En el ejercicio de la defensa dentro del proceso penal, la figura de Libertad 
Anticipada es poco utilizada por los letrados, debido a que en muy pocos procesos se ha 
otorgado como un beneficio para el condenado; sin embargo, en la jurisprudencia peruana se 
encontraron referencias de aplicación de la misma, lo cual nos hace pensar que su desarrollo e 
implementación traería beneficios al sistema penitenciario peruano. 
 
El Código Procesal Penal vigente, prescribe en el inciso 3 del artículo 491° a la 
figura de la libertad anticipada como una institución cuyo cauce procedimental se realizará vía 
incidental distinguiéndola de los beneficios penitenciarios, sin desarrollar un tratamiento 
específico, presupuestos de acceso, alcances y efectos, originando ilegitimidad en su aplicación. 
 
Dentro del proceso penal por el delito de omisión a la asistencia familiar, la condena 
de prisión efectiva para el procesado, afecta las necesidades futuras de los menores alimentistas, 
justificando el incumplimiento del deber alimentario de los reos, al no poder ejercer una 
profesión u oficio remunerativo por encontrarse en prisión. 
 
El análisis realizado a esta figura legal, se basó en un enfoque teleológico de la 
norma y una interpretación constitucional, apoyando la probanza de la hipótesis en principios 
constitucionales que rigen el ordenamiento jurídico peruano, en el análisis de la libertad 
anticipada dentro del derecho internacional, la problemática de la sobrepoblación carcelaria y 
por último en la idoneidad de la pena dentro de este tipo penal. 
 
PRIMERO: LA LIBERTAD ANTICIPADA DESDE EL DERECHO 
PENAL CONSTITUCIONAL. 
 
Como menciona (Vizcardo, 2015) la relación existente entre la Constitución y el 
derecho penal es innegable ya que la Constitución es expresión de los principios fundamentales 
que inspiran un ordenamiento jurídico, a pesar de que la Constitución Política por su naturaleza 
jurídica no tipifica delitos, se constituye la carta en pensamiento fundamental de sistema penal, 
en ella se traza la estructura y forma del Estado, los objetivos y fines esenciales del Estado, el 
sistema de vida y valores adoptados, la filosofía, y la naturaleza de las sanciones, garantías 
fundamentales, el concepto de lo injusto, los lineamientos del tipo penal, como menciona 
(Gómez López, 2001) se puede afirmar que en la Constitución Política aparece delineado para 
su posterior desarrollo legal, lo que esencialmente puede y debe ser el derecho penal. 
 
La existencia de una relación intrínseca entre la que es la norma de mayor jerarquía 
en el ordenamiento jurídico peruano y las normas que se encargan de regular las conductas 
típicas como es el código penal, se ve reflejada en que éste se debe ceñir a los lineamientos de la 
otra; bajo esta lógica se puede ver que el código penal no puede contener tipos penales o penas 
que se extralimiten a los lineamientos básicos que plantea el texto constitucional, y que las 
políticas penales deben obedecer a los principios constitucionales. 
 
Afirmándose así que la civilidad de un país se mide, por la forma en la que son 
protegidos los derechos y la libertad de las personas en la esfera del derecho penal, no en el sentido 
de que cuanto mayor sea el número de acciones calificadas como infracciones y más severas sean las 
penas con que se repriman sus autores, mejor protegidos estarán los derechos y libertades de 
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las personas, sino que se pueda asegurar que estos derechos y libertades no sean limitados por el 
ejercicio abusivo y exagerado del derecho a castigar por parte del Estado. 
 
Siendo el poder del estado de castigar las conductas típicas el poder punitivo, es que 
a este no se le puede atribuir facultades omnipotentes, si no que el mismo debe autoimponerse 
límites que restrinjan esa facultad y que lo alejen de posiciones dictatoriales, afianzando su 
respeto a los derechos fundamentales, sociales y democráticos que deben guiar su actuación, tal 
como precisa (Carbonell Mateu, 1995) dado que los poderes públicos nacen y se limitan por la 
Constitución y que el Derecho Penal supone la injerencia más grave que puede llevar a cabo el 
Estado en los derechos fundamentales de la persona. 
 
Dentro de los principios materiales referidos a la protección de la persona, se encuentra 
el principio de humanidad y dignidad, el cual en el desenvolvimiento histórico del derecho penal 
conduce a la obligatoriedad del respeto a la persona humana y a la necesidad de disminuir cada vez 
más la presión individual y social constituida por la pena, coadyuvando a la preponderancia del 
principio de mínima intervención y la urgencia de descriminalizar o despenalizar. 
 
Para (Vizcardo, 2015) el principio de humanidad refleja principalmente en el sistema 
de ejecución de penas privativas de libertad, la consideración del penado que como miembro de 
la sociedad exige ser tratado como persona y no como simple objeto, respetando su dignidad, 
procurando su reeducación, si ello es necesario, su reinserción social y prohibiendo los trabajos 
forzados y cualquier tipo de malos tratos de palabra o hacia su persona. 
 
Este principio apoyó el cumplimiento del primer objetivo que planté este trabajo de 
investigación, donde el pago de los devengados debe dar libertad al sentenciado, puesto que la 
encarcelación de un obligado alimentario por no haber cancelado los devengados, no respeta la 
dignidad del mismo, llenando las cárceles de personas que influyan a que se conviertan en 
potenciales delincuentes de delitos mayores. 
 
Otro de los principios analizados, quizás el fundamental dentro de este punto de la 
probanza, fue el principio de proporcionalidad de la pena, (Vizcardo, 2015) menciona que por 
proporcionalidad no debe entenderse simplistamente, que la pena debe ser restrictivamente 
fijada según la entidad del daño causado a la víctima o de acuerdo con el grado de culpabilidad, 
este principio va más allá, pues exige la acomodación del derecho penal, en lo sustancial y 
procesal, a las finalidades del Estado en que se desenvuelve, es decir que debe seguir los 
lineamientos establecidos en la constitución, especialmente en cuanto a los objetivos que se 
buscan según el tipo de poder plasmado en el ordenamiento jurídico. 
 
El principio de proporcionalidad, en sentido estricto, busca ponderar la gravedad de la 
conducta, el objeto de la tutela y la consecuencia jurídica, desde el análisis del derecho económico se 
puede decir que no se debe aplicar un precio excesivo para la obtención de un beneficio menor, por 
ejemplo si se trata de obtener el máximo de la libertad, no podrán promoverse penas que resulten 
desproporcionadas con la gravedad de la conducta; pero no solo se debe ponderar el grado de 
libertad que se consigue con la limitación penal y el beneficio que se obtiene con esta, sino además 
las diferentes intervenciones del derecho penal entre sí, teniendo en cuenta si la intervención del 
derecho penal resulta rentable para obtener la tutela del bien jurídico, si la materia es propia del 
derecho penal y si compensa la utilización del poder punitivo del Estado. 
 
Uno de los principios importantes dentro de este análisis, fue el principio de necesidad y 
de mínima intervención, el cual informa que para que el derecho penal pueda intervenir con sus 
graves consecuencias, en la solución o manejo de los conflictos sociales, este debe ser necesario, 
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y se debe tener en cuenta que no existe alguna otra solución, porque de lo contrario este 
resultaría una lesión inútil de los derechos fundamentales. 
 
Para (Martínez Sánchez, 1990) si el derecho penal se legitima solo en cuanto protege 
a la sociedad, perderá su justificación si su intervención se demuestra inútil por ser incapaz de 
servir para evitar delitos. 
 
Así pues (Zugaldía Espinar, 1993) menciona la necesidad de orientar la intervención 
punitiva del Estado, hacia un derecho penal mínimo, que siendo repetido por los sectores 
doctrinales, corre el riesgo de convertirse en un tópico sin contenido concreto; sin embargo 
existe consenso en torno a la idea de que de derecho penal debe ser la última ratio, de la política 
de Estado para la protección de los bienes jurídicos más importantes frente a los ataques más 
graves que puedan sufrir. 
 
El principio de proporcionalidad en la aplicación de la pena, es un principio que 
como bien menciona (Vizcardo, 2015) no aparece recogido expresamente en la constitución 
peruana, es posible llegar a deducirlo de los principios constitucionales generales de protección 
de la persona, entendiéndose por él que la exigencia de la proporcionalidad abstracta entre la 
gravedad del delito y la gravedad de la pena con la que el mismo se conmina y la exigencia de 
proporcionalidad concreta entre la pena aplicada al autor y la gravedad del hecho cometido. 
 
La interpretación que se le puede hacer a lo esbozado por el autor es que el espíritu 
del principio de proporcionalidad es el de otorgar una condena equitativa al hecho punible 
cometido, valorando el bien jurídico tutelado y si este puede ser o no restituido. 
 
A modo más explícito el autor menciona que no se puede aplicar un precio excesivo, 
para obtener un beneficio inferior, es decir si está dentro de las políticas de estado obtener el 
máximo de libertad, no se deben de promover políticas carcelarias. 
 
Los doctrinarios así, vinculan estrechamente el principio de legalidad penal con la 
proscripción constitucional de aplicar penas desproporcionadas, considerando que la 
proporcionalidad de la gravedad del hecho y de la gravedad de la pena exige que esta no puede 
suponer un derroche inútil de coacción, es decir un excesivo y manifiesto rigor con sacrificio 
innecesario del autor del delito. 
 
De lo antes señalado se pudo comprobar que las desproporcionalidades de las penas no 
solo afectan al condenado que tiene que afrontar una pena grave ante un delito menor, sino que 
también generan un detrimento al Estado, el cual debe realizar un derroche del poder punitivo y de 
recursos para poder cumplir con este, causando así un gasto innecesario al erario público. 
 
Ahondado más en este punto, se pudo ver que la proporcionalidad de la pena y de la 
medida de seguridad, guardan estrecha proporcionalidad entre la conducta y el daño ocasionado 
al bien jurídico tutelado, y que la inobservancia de este principio se puede constituir como un 
atentado a la dignidad humana, puesto que traería como consecuencia la posibilidad de imponer 
sanciones o medidas de seguridad marcadamente desmedidas o abusivas, siendo que las penas y 
las medidas de seguridad están íntimamente ligadas a los fines de un Derecho Penal justo y 
garantista. 
 
(Zugaldía Espinar, 1993, pág. 23) aprecia que en la jurisprudencia constitucional 




un juicio de adecuada ponderación entre el bien o interés que se lesiona o pone en peligro y el 
bien que se restringe o del que se priva a través de la pena. 
 
La proporcionalidad de la pena con la afectación del bien jurídico tutelado como 
centro de este punto demostró que la pena, de prisión efectiva, aplicada actualmente para el 
delito de omisión a la asistencia familiar resulta desproporcionada y abusiva toda vez que no 
permite lograr la finalidad de sancionar el incumplimiento alimentario, ya que al estar en prisión 
el sentenciado no podrá cumplir las necesidades futuras del menor alimentista, por tanto la 
óptica del derecho penal constitucional busca guardar relación entre el derecho punitivo y los 
derechos fundamentales de todas las personas. 
 
Ante este razonamiento, se recomienda la aplicación procesal de la libertad 
anticipada, con la finalidad de asegurar el pago de las pensiones devengadas y pensiones futuras 
del alimentista, ello como una medida proporcional y acorde al derecho, que cumple con el 
objeto punitivo, que es castigar penalmente a aquella persona que no paga una liquidación. 
 
La propuesta antes señalada guarda relación con los principios constitucionales de 
proporcionalidad de la pena, de humanidad, de mínima intervención del derecho penal y está 
alineado con las políticas de despenalización promovidas por el Estado peruano. 
 
SEGUNDO: LA LIBERTAD ANTICIPADA EN EL DERECHO 
INTERNACIONAL. 
 
El análisis del tratamiento que otras legislaciones le dan a la figura de libertad 
anticipada, es diverso, sin embargo, todas se apoyan en esta figura como una que promueve el 
respeto a la dignidad humana y que es proporcional al daño causado con un delito. 
 
(Alba Góngora, 2017) Menciona que tanto en la legislación de Guanajuato y Jalisco, 
ambos estados de México, la tratativa que se le da a la figura de la libertad anticipada es igual a 
la que se lo otorga al beneficio penitenciario de semilibertad. 
 
En Guanajuato, el artículo 106º de su código penal establece que los requisitos para 
gozar de la libertad anticipada por parte del condenado a sanción privativa de libertad son: 
 
a) Que haya cumplido las tres quintas partes de su condena, si es delincuente 
primario, o dos tercios sino lo es. 
 
b) Que se haya reparado el daño. 
 
c) Que se haya observado buena conducta durante su reclusión. 
 
Señalando además que en el caso de delincuentes habituales esta norma de libertad 
anticipada no se les podrá aplicar. 
 
Jalisco por su parte establece que los beneficios de libertad anticipada son cuatro: la 
prelibertad, la libertad condicional, la reducción parcial de la pena y la reducción total de la pena. 
 
Ambas legislaciones lo toman como un beneficio para el condenado que demuestra que 
se quiere reformar y que la medida es innecesaria y excesiva debido a que el delito es menor, esto 
puede llevar a una comparación de que en el caso en concreto del delito de omisión a la asistencia 
familiar el condenado al cumplir con el pago de los devengados estaría reparando el 
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daño ocasionado, esto aunado a que el juzgador le conmine a comprometerse a cumplir de 
manera oportuna con las nuevas prestaciones, por lo que se pudo concluir que el condenado 
puede acogerse a este beneficio, el cual según el derecho comprado sería el idóneo. 
 
En el caso uruguayo la Ley Nº 15737, la Ley de Amnistía modificó el artículo 328º del 
Código del Proceso Penal para establecer que: “La Suprema Corte de Justicia podrá conceder la 
libertad anticipada a los condenados que se hallaren privados de libertad en los siguientes casos: 
 
1.  Si la condena es de penitenciaría y el penado ha cumplido la mitad de la pena  
impuesta. 
 
2.  Si la pena recaída es de prisión o multa sea cual fuese el tiempo de reclusión  
sufrida. 
 
3. Si el penado ha cumplido con las dos terceras partes de la pena impuesta a la 
Suprema Corte de Justicia concederá la libertad anticipada, Sólo podrá negarla, por resolución 
fundad, en los casos de ausencia manifiesta de signos de rehabilitación del condenado. 
 
De la legislación antes consignada se pudo ver que en todos los casos los 
presupuestos para el beneficio de la libertad anticipada o para los beneficios penitenciarios, si se 
puede obtener una reparación del bien jurídico tutelado y si el delito no es grave no existe una 
razón suficiente para mantener la medida de penitenciaría, sino que más bien se debe optar por 
la libertad del sentenciado. 
 
TERCERO: LA SOBREPOBLACION CARCELARIA Y LA 
LIBERTAD ANTICIPADA. 
 
El análisis que se realizó (Penitenciario, 2018) sobre la sobrepoblación carcelaria en 
el delito de omisión a la asistencia familiar no se basó solamente en las cifras de las personas 
privadas de su libertad por este delito, sino que también tomó en cuentas las condiciones a las 
que estas personas se enfrentaban producto de su condena. 
 
Siendo así que el (Vilcatoma de la Cruz, 2017) precisa que la aplicación de la pena 
privativa de la libertad en el Perú, sea de corta, mediana o larga duración, debe ser analizado 
desde la óptica de la necesidad de la pena a imponer apreciando que las condiciones de las 
cárceles en nuestro país traen como consecuencia dos puntos importantes, el primero de ellos es 
que el encierro signifique para el interno el peligro de que se afiancen en él la vocación delictiva 
y el segundo es que en el caso de no haberla poseído, su vida quede marcada con el estigma de 
haber estado en prisión. 
 
Del párrafo antes citado se pueden ver tres situaciones, la primera de ella las 
condiciones carcelarias, la segunda el afianzamiento del delito en los sentenciados y la tercera la 
estereotipación que sufre una persona que ha salido de un recinto penitenciario, así como la 
imposibilidad de poder ejercer un trabajo remunerado durante este periodo que le permita 
cumplir con sus obligaciones alimentarias. 
 
Respecto a la primera de ellas, las condiciones carcelarias en el Perú el (Penitenciario, 
2018) refiere que estas son muy malas, para empezar por el hacinamiento; refiriéndose a que la 
capacidad de albergue de un centro penitenciario se va a referir al aforo máximo que tiene el Sistema 
Penitenciario para albergar a los internos, hablando de sobrepoblación cuando este excede al aforo 
máximo de un establecimiento penitenciario, cuando la sobrepoblación es igual o 
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excede al 20% de la capacidad de albergue, esto se va a denominar sobrepoblación critica, lo 
que se considera para el Comité Europeo, según (Carranza, 2009) hacinamiento, a febrero del 
2018 la diferencia entre la capacidad de albergue y la población penal es de 47,071 internos lo 
que representa el 120% de capacidad de albergue, es decir que 47,071 internos no tendrían cupo 
dentro del sistema penitenciario peruano. 
 
El hacinamiento en las cárceles peruanas, así como dentro de cualquier sistema 
penitenciario pone en peligro la salud de aquellos que culpen sus condenas bajo este régimen, 
creando focos infecciosos para diversas enfermedades, así como condiciones inhumanas de vida, 
celdas que fueron construidas para albergar dos o tres internos deben ser compartidos por cinco o 
siete personas, que tienen que dormir en el suelo, muchas veces soportando roedores o insectos. 
 
El hecho de que las personas que sean condenadas por el delito de omisión a la 
asistencia familiar, que representan el 2.9% de la población penitenciaria, obtengan su libertad a 
través de la figura de libertad anticipada disminuiría el porcentaje de hacinamiento, lo que nos 
llevó concluir que la implementación de esta figura dentro en delito resultaría beneficioso para 
el sistema penitenciario peruano. 
 
Respecto a la segunda situación, el afianzamiento en los sentenciados, es un tema 
que se evidencia entre convivencia de los mismos en el centro de reclusión, dado que los 
internos se encuentran allí por diversos delitos dentro de los cuales, según el (Penitenciario, 
2018), en su gran mayoría por delitos contra el patrimonio, lo cual genera que lejos de que esta 
media resocialice al condenado, lo inmiscuya en la que comúnmente se conoce como la “escuela 
del delito”, generando en él la posibilidad que al salir del establecimiento penitenciario y al ver 
la falta de oportunidades laborales para una persona que tiene antecedentes penales, opte por 
delinquir. 
 
La tercera situación, se ve reflejada en el informe de la (República, 2018) que 
precisa que en el Perú menos del 1% de ex reclusos encuentra trabajo tras salir de prisión, la 
estereotipación que sufre una persona que ha salido de un recinto penitenciario, le llevan a dos 
cosas, una de ellas es inventarse un oficio para subsistir y la otra delinquir para poder subsistir. 
Dentro de este mismo informe la Doctora Delia Atúncar, directora del Medio Libre, oficina 
encargada de dar seguimiento a las personas que estuvieron recluidas en penales, comenta que 
la sociedad no perdona a aquel que cometió un delito, creándole un estigma, el cual sigue a la 
persona que estuvo en la cárcel por el resto de su vida. 
 
La estigmatización comentada en el párrafo anterior nos llevó a la conclusión que la 
persona que ingresó al recinto penitenciario por incumplimiento de las pensiones devengadas, al 
culminar su condena y no poder encontrar un medio donde laborar, eventualmente volverá al 
recinto penitenciario por volver a incumplir con los pagos pensionarios. 
 
De las tres situaciones antes analizadas, podemos ver que todas llevan a que el 
sentenciado no pueda cumplir a futuro con sus obligaciones con el menor alimentista, siendo así 
es que la aplicación de la libertad anticipada, aseguraría el cumplimiento y satisfacción de las 











CUARTO: LA IDONEIDAD DE LA PENA EN EL DELITO DE 
OMISION A LA ASISTENCIA FAMILIAR. 
 
La idoneidad de la pena dentro del delito de omisión a la asistencia familiar, se 
analizó desde el punto de la función que cumple la pena en el derecho penal, siendo así que 
como menciona (Vizcardo, 2015) desde el punto de vista de la perspectiva culpabilista, la pena 
debe estar armonizada a los lineamientos de la política criminal, con relación a la prevención 
especial y a la prevención general, siendo así que la pena no es mera retribución de los actos o 
delitos cometidos y aunque esta se asome como una amenaza de mal, ya que significa 
afectación de derechos y recorte de libertades, se legitima socialmente debido a su necesidad. 
 
A su vez (Jakobs, 2000) menciona que sin pena el ordenamiento jurídico dejaría de 
ser un orden coactivo y quedaría rebajado al nivel de una simple recordación no vinculante, 
como indica a su vez (Vizcardo, 2015) citando a Gimbernat menciona que la pena es quizás un 
recurso elemental que tiene el Estado para hacer posible la convivencia entre los hombres, el 
cual debe propender fines preventivos, educativos y resocializadores. 
 
De los párrafos descritos anteriormente, se pudo analizar que la pena dentro de cualquier 
delito debe ser proporcional, buscando una resocialización del individuo y una afectación mínima a 
su dignidad, ajustándose por tanto a la necesidad y la gravedad del delito; comparando esta premisa 
con la investigación, el delito de omisión a la asistencia familiar es un delito que no genera mayor 
riesgo para la sociedad, solo afecta a la subsistencia del menor alimentista y al haber cancelado el 
deudor alimentario la totalidad de la liquidación y su reparación civil correspondiente afecta y 
recorta de manera desproporcionada la libertad del obligado deslegitimando por tanto el poder 
punitivo del Estado que para el caso resulta excesivo. 
 
(Tello Ponce, 2015) consigna dentro de sus conclusiones que lo que protege el 
proceso penal de omisión a la asistencia familiar es la subsistencia del alimentista, por cuanto es 
un derecho de cada padre aportar económicamente conforme lo estipula el Código de Niños y 
Adolescentes y el Interés Superior del niño, siendo así que el autor advierte que este deber 
alimentario se ve afectado por cuanto al estar el condenado recluido en un centro penitenciario 
no podrá laborar para cumplir con su obligación. 
 
Respecto de la libertad anticipada, (Tello Ponce, 2015)menciona que ésta es un 
instituto procesal, está dirigido al condenado que ha cumplido con dos de las reglas esenciales 
para que se le otorgue su libertad, es decir que el condenado haya cancelado la totalidad de las 
pensiones alimenticias liquidadas y haya cumplido con cancelar la reparación civil respectiva, 
esto teniendo en cuenta que el cumplimiento de estos requisitos desvanece la razón que motivo 
a que el condenado sea internado en un centro penitenciario. 
 
La (Casación Nº 251-2012-La Libertad, 2013) declaro por mayoría fundado el 
recurso de apelación, en consecuencia, revocaron la resolución de primera instancia que declaró 
infundada la solicitud de libertad anticipada y reformándola declararon fundada dicha solicitud 
de libertad anticipada a favor de Fustino Asencio Moya, al considerar que la libertad es posible 
cuando se ha dado cumplimiento al pago correspondiente en los casos relacionados al delito de 
omisión de las asistencia familiar, toda vez que la razón de la prisión habría desaparecido. 
 
De acuerdo con el razonamiento de los Vocales de la Sala de Apelación, se llegó a la 
conclusión de que la figura de libertad anticipada se debe aplicar a este tipo de delito, dado que 
no cabe razón para que el sentenciado permanezca internado por haber desaparecido la causa 
principal de su internamiento. 
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 Siendo así es que se probó el objetivo principal de este trabajo de investigación, 
dado que el pago de la liquidación pendiente y la reparación civil de la misma extingue el delito 





































































 De la presente investigación se concluyó que resulta aplicable de la figura de 
libertad anticipada a los sentenciados o con pena revocada por el delito de omisión a la 
asistencia familiar, puesto que jurídicamente ésta es idónea para el caso en concreto por respetar 
los principios constitucionales de proporcionalidad de la pena, de humanidad, de mínima 




 Así mismo se puede concluir que su aplicación al derecho peruano está respaldada 




 Socialmente se pudo concluir que la aplicación de la figura de libertad 
anticipada, contribuiría a la reducción del porcentaje de hacinamiento en las cárceles, reduciría 




 Otra de las conclusiones a las que se llegó fue que la aplicación de la figura de 
libertad anticipada es viable dentro del delito de omisión a la asistencia familiar, siempre que se 
cumpla con el pago de las liquidaciones, así como de la reparación civil correspondiente, ya que 




 Respecto del problema específico, se demostró que la aplicación de la libertad 
anticipada es el único medio a través del cual el obligado se mantenga activo laboralmente y por 








































 Conforme a las conclusiones se recomienda un mayor desarrollo de la figura de 
libertad anticipada dentro del código penal vigente, así como su aplicación en los casos de 
omisión a la asistencia familiar con la finalidad de descongestionar los centros penitenciarios y 
evitar que los obligados alimentarios acumulen liquidaciones impagas que prolonguen su 
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ANEXO 1: MATRIZ GENERAL DE CONSISTENCIA  
 
Título: Aplicación de la Libertad Anticipada y el Delito de Omisión a la Asistencia Familiar. PIURA-PERÚ, 2019.   
Nombre del Tesista: Giomar Humberto Salazar Ruiz.  
  Problema    Objetivo    Hipótesis   Variables/Indicadores  Metodología  
General:     General:      General:       Unidad de análisis: Enfoque:       
¿Resulta aplicable conceder 
Determinar si, al haber Analizar si resulta aplicable 
  
Cualitativo, porque se busca 
la libertad anticipada del 
  
realizado el pago del íntegro conceder   la libertad   explicar la posibilidad de 
sentenciado o revocado en el 
  
Variable independiente: 
de la liquidación pendiente y anticipada del sentenciado, a implementar  la figura del 
delito   de omisión   a la 
Cuando haya  cancelado  el 
 
la reparación  civil de la fin de  satisfacer las control previo constitucional 
asistencia familiar? 
   
  misma, resulta aplicable necesidades futuras de los íntegro de la liquidación y su en el ordenamiento jurídico       
      conceder  la  libertad menores alimentistas.   reparación civil, en los delitos peruano, considerando las 
Especifico: 
   anticipada  del sentenciado         de  omisión  a  la  asistencia fuentes del Derecho  como 
   
con una pena efectiva o 






¿Resulta aplicable conceder 
Especifica: 
        
revocado de una suspendida, 
       
jurisprudencia, la legislación           
la libertad anticipada del en el delito de omisión a la Resultaría aplicable conceder 
Dimensiones: 
nacional e internacional.  
sentenciado, a fin de asistencia familiar. 
  
la libertad anticipada del 
        
  - D1         
satisfacer las   necesidades 
       
sentenciado a pena efectiva, 
        
       
Liquidación 
        
futuras de los menores        o revocado  la misma, Diseño:       
alimentistas?    Especifico:     siempre y  cuando haya 
- D2 
        
      
Analizar si resulta aplicable 
cancelado el íntegro  de la 
Es descriptivo, puesto que se       
liquidación y su  reparación 
Reparación Civil       conceder  la  libertad analizará y buscará recolectar         
civil,   en 
 






      fin de  satisfacer las  determinar  la necesidad del        
familiar. 
      
      necesidades futuras de los       
Delito 
desarrollo de la figura de               
      
menores alimentistas. 
         
libertad 
 




 - D4 




Omisión  a  la  asistencia 
 
se basará en  un Diseño 
familiar Documental, el cual consiste 
  en un proceso de búsqueda, 
  recuperación, análisis, crítica 
  e interpretación de datos 
Indicadores: 
secundarios, es decir, los 
obtenidos de la legislación   





otros - Pensión alimentaria    
investigadores 
 
en fuentes - Devengado  
documentales 
 
como son: - Pago  
impresas, audiovisuales, o - Resarcir 
electrónicas. 
      






de - Tipicidad   
investigación-acción, debido - Antijurídica 
a que se buscará el desarrollo - Incumplimiento 
de la  figura  de  la  libertad - Obligación 
anticipada en 
 
el Código  alimentaria  
 
Procesal Penal. 
     






conceder la libertad 
anticipada del sentenciado a 
pena efectiva o revocado de 
la misma. 
Dimensiones: 
-   D1 
Libertad 
anticipada 
Correlacional: Se encarga 
de investigar variables que se 
encuentran relacionadas sin 
necesidad de establecer una 
causa-efecto; y tiene la  
finalidad de evaluar 































- Sujeto procesal. 
 








- Centro penitenciario 
 
- Modifica  
 






Básica: El presente trabajo 
de investigación tiene como 
finalidad la obtención y 
recopilación de información 
para ir construyendo una 
base de conocimiento que se 
va agregando a la 






 Método Analítico 
Sintético: Analizando la 
doctrina, legislación nacional 
e internacional obtenida 
sobre el particular, para 
determinar los criterios  
necesarios para la 
implementación la libertad 
anticipada en el Código 
Procesal Penal. 
 
 Método Deductivo 
















Beneficiaría  el  pago  de  las  


















- Contraprestación  
- Monto económico 
- Persona 
- Beneficiario 
- Monto pensionario  
 
conclusiones partiendo del 
análisis de las fuentes del  
Derecho Peruano para 
observar la posibilidad de 
implementación de la figura  
de Control Previo 
Constitucional en el  
ordenamiento jurídico 
peruano, se obtendrá también 
cuales son los efectos que 




Jurídica: Se emplea con la 
finalidad de llegar a una 
interpretación clara del  
Código Procesal Penal 
Peruano y de la legislación 
de otros países que regulen 
esta figura jurídica. 
 
Técnicas e instrumentos: 
 
 Recolección y Análisis 
de datos: por medio de 
esta técnica se analizará
minuciosamente la 
información doctrinaria y 
legislativa sobre el tema 









Resultaría aplicable conceder 















 Fichaje: a través del 
fichaje bibliográfico se 
compilará todo lo que se 




























ANEXO 2: CRONOGRAMA  
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